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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 302/2020/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: *********.*********
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; Y LOS CC. *********Y *********, AMBOS INSPECTORES ADSCRITOS A LA CITADA DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a treinta de septiembre de dos mil veinte.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 302/2020/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el once de marzo de dos mil veinte, compareció el C. *********, por propio derecho, para demandar la nulidad de la resolución de *********, emitida por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual impone al hoy actor una multa por el equivalente a cien veces la Unidad de Medida y Actualización, por infracción al artículo 3° de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, con el apercibimiento de que se abstuviera de vender, distribuir, consumir o suministrar bebidas alcohólicas en su establecimiento, hasta en tanto contara con la licencia correspondiente expedida por la autoridad competente.

II.- Por acuerdo de diecisiete de marzo de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las diez horas del día diecisiete de agosto de dos mil veinte, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que las partes no formularon alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción V, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades estatales, donde se ejerce jurisdicción, mediante la imposición de una multa por infracciones a las normas administrativas estatales.
SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folios 036 al 040 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público.
TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

La personalidad de la parte actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por propio derecho *********.
Asimismo, tomando en cuenta que la resolución impugnada se encuentra directamente dirigida al establecimiento con giro de depósito de cerveza denominado “*********”, cuyo titular de la licencia correspondiente es el C. *********, mediante la cual el Director General de Gobernación del Estado, le impone una multa por infracción a las normas administrativas estatales, es innegable que cuenta con interés jurídico y por ende, con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la legitimación de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. *********, en su carácter de Director General de Gobernación dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, parte demandada en el presente juicio, quien para acreditar la calidad con que comparece, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a folios 064 y 065 del expediente en que se actúa.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Finalmente, por lo que respecta a los CC. *********y *********, quienes se ostentaron como Inspectores adscritos a la Subdirección de Alcoholes de la referida Dirección General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, al haber omitido exhibir el nombramiento correspondiente en copia debidamente certificada, no acreditaron en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el carácter con el que comparecen a juicio, en consecuencia se tuvo por no ha lugar a tenerlos por contestando la demanda. 
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de la Primera Sala Unitaria, en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deban ser atendidas o examinadas de oficio, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a folios 07 al 022 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

SEXTO.- En la parte relativa del concepto de impugnación Primero del escrito de demanda, el actor sustancialmente arguye que los requisitos de fundamentación y motivación de los actos de autoridad combatidos, se encuentran contenido en los artículos 35 y 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, 196, 197, 198, 199, 200 y 201 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, mismos que la autoridad demandada asentó como parte de la fundamentación de los actos cuestionados; empero, el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada número ********* de fecha 24 de enero de 2020, no cumple con la obligación de asentar el nombre y domicilio de las personas que fungieron como testigos en dicha diligencia, pues no se precisa para tal fin, la calle, número, población o colonia, municipio o delegación en que se encuentre ubicado el lugar en que vive el testigo; además de que uno de los testigos designados por el supuesto inspector, no firmó la referida acta circunstanciada.
Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda, sostiene la legalidad y validez de la resolución impugnada.

Una vez analizado el concepto de impugnación antes precisado, esta Primera Sala Unitaria considera que el mismo es sustancialmente fundado y suficiente, para decretar la nulidad de la resolución impugnada, de conformidad con lo siguiente:

El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en sus párrafos onceavo y antepenúltimo, dispone:

“En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia.”
“La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos.”
De la transcripción anterior, se advierte que en toda orden de cateo, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia; asimismo que la autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos.

Ahora bien, por cuanto a las visitas de inspección y vigilancia la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, ordenamiento que resulta aplicable al acto aquí controvertido, en sus artículos 35 y 36, en relación con los diversos 196 al 203 del Código Procesal Administrativo para el Estado, éste último en aplicación supletoria a la materia, conforme al artículo 18 del ordenamiento citado en primer orden; establecen lo siguiente:

LEY DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

“ARTÍCULO 35. Para la inspección y vigilancia del cumplimiento de esta Ley, se consideran hábiles las veinticuatro horas de todos los días del año. Las autoridades legalmente competentes podrán, de conformidad con las disposiciones aplicables y en estrictos términos de los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, inspeccionar y verificar los bienes necesarios, con el objeto de comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales, para lo cual deberán cumplir, ineludiblemente, las formalidades previstas para las visitas de inspección y verificación. 

Las inspecciones se entenderán con el titular de la licencias y, en su ausencia, con su representante legal, el encargado del establecimiento, o con quien se encuentre atendiendo el mismo.”
“ARTÍCULO 36. Las inspecciones que realicen las autoridades que gozan de tal atribución, según lo establecido por la presente Ley, a los establecimientos señalados en la misma, se sujetarán a las siguientes bases: 

I. El inspector deberá contar con orden escrita, con nombre, cargo, y firma autógrafa de la autoridad competente que la expide; debidamente requisitada, sin dejar espacios en blanco, ni contener tachaduras, o enmendaduras; en la que se expresará el domicilio del establecimiento por inspeccionar; la fecha; el objeto de la visita; una debida fundamentación y motivación; 

II. Los inspectores deberán practicar la visita dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la expedición de la orden;
III. El inspector deberá identificarse debidamente con el titular de la licencia, su representante legal; el encargado del establecimiento; o con quien se encuentre atendiendo el mismo; 

IV. El inspector levantará acta circunstanciada por triplicado, en formas foliadas, en la que constará: 

a) Nombre y razón social del establecimiento. 

b) Fecha y hora en que inicia y concluye la diligencia. 

c) Domicilio del establecimiento en que se lleva a cabo la inspección. 

d) Nombre y cargo de la persona con quien se entendió la diligencia. 

e) Nombre y domicilio de dos testigos de asistencia que hayan estado presentes en el desarrollo de la inspección, propuestos por la persona con quien se atendió la diligencia, o en su negativa por el inspector. 

f) Las firmas, del inspector, de la persona con quien se entendió la diligencia, si desea hacerlo, y de los dos testigos de asistencia. 

g) Los hechos y circunstancias de la inspección; 

V. El inspector comunicará al interesado, haciéndolo constar en el acta, que en caso de no estar de acuerdo con el resultado de la inspección, cuenta con cinco días hábiles para presentar ante la autoridad competente, las pruebas y alegatos que a su derecho convengan, y 

VI. Uno de los tantos legibles del acta se entregará al interesado; otro quedará en poder de la autoridad calificadora; y el original se remitirá a la Secretaría General de Gobierno, o al ayuntamiento, en su caso.”
CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

“ARTÍCULO 196. Las autoridades administrativas, para comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias podrán llevar a cabo visitas de inspección y verificación, mismas que podrán ser ordinarias y extraordinarias; las primeras se efectuarán en días y horas hábiles, y las segundas en cualquier tiempo.”

“ARTÍCULO 197. Los inspectores y verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente, en la que deberá precisarse:

I. El nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita;

II. El lugar o zona que ha de verificarse;

III. El objeto de la visita,

IV. El alcance que deba tener, y

V. Las disposiciones legales que lo fundamenten.”

“ARTÍCULO 198. Los propietarios, responsables, encargados u ocupantes de establecimientos objeto de inspección y verificación estarán obligados a permitir el acceso y dar facilidades e informes a los inspectores y verificadores para el desarrollo de su labor, siempre que la verificación o inspección se realice en términos de lo dispuesto en los artículos, 197 y 199 de este Código.”

“ARTÍCULO 199. Al iniciar la visita, el inspector o verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa a la que se refiere el artículo 197 de este Código, de la que deberá dejar copia al propietario, responsable, encargado u ocupante del establecimiento.”

“ARTÍCULO 200. De toda visita de inspección y verificación se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por la persona con quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la practique si aquélla se hubiere negado a proponerlos.

De toda acta se dejará copia a la persona con quien se entendió la diligencia, aunque se hubiere negado a firmar, lo que no afectará la validez de la diligencia ni del documento de que se trate, siempre y cuando el inspector o verificador haga constar tal circunstancia en la propia acta.”

“ARTÍCULO 201. En las actas se hará constar:

I. Nombre, denominación o razón social del visitado;

II. Hora, día, mes y año en que inicie y concluya la diligencia;

III. Calle, número, población o colonia, teléfono u otra forma de comunicación disponible, municipio o delegación en que se encuentre ubicado el lugar en que se practique la visita, y el código postal;

IV. Número y fecha del oficio de comisión que la motivó;

V. Nombre y cargo de la persona con quien se entendió la diligencia;

VI. Nombre y domicilio de las personas que fungieron como testigos;

VII. Datos relativos a la actuación;

VIII. Declaración del visitado, si quisiera hacerla, y

IX. Nombre y firma de quienes intervinieron en la diligencia incluyendo los de quien la hubiere llevado a cabo. Si se negaren a firmar el visitado o su representante legal, ello no afectará la validez del acta, debiendo el inspector o verificador asentar la razón relativa e informando de esta circunstancia a quienes se nieguen a firmar.


“ARTÍCULO 202. Los visitados a quienes se levantó acta de inspección o verificación podrán formular observaciones en el acto de la diligencia y ofrecer pruebas en relación a los hechos contenidos en ella, o bien, por escrito, hacer uso de tal derecho dentro del término de cinco días siguientes a la fecha en que se hubiere levantado.”

“ARTÍCULO 203. Las dependencias o entidades podrán, de conformidad con las disposiciones aplicables, inspeccionar y verificar bienes, personas y vehículos de transporte con el objeto de comprobar el cumplimiento de las disposiciones legales, para lo cual se deberán cumplir, en lo conducente, las formalidades previstas para las visitas de inspección y verificación dispuestas en este Código.”

Los numerales transcritos establecen, en lo que interesa, que al iniciar una visita de inspección y verificación, el verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa a la que se refiere el 36, fracción I de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, en relación con el diverso 197 del Código Procesal Administrativo para el Estado, de la que deberá dejar copia al propietario, responsable, encargado u ocupante del establecimiento; que de toda visita de verificación se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por la persona con quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la practique si aquélla se hubiere negado a proponerlos; que de toda acta se dejará copia a la persona con quien se entendió la diligencia, aunque se hubiere negado a firmar; asimismo, se hará constar nombre y firma de quienes intervinieron en la diligencia, entre ellos, de los testigos de asistencia, y si se negaren a firmar el visitado o su representante legal, ello no afectará la validez del acta, siempre y cuando el verificador haga constar tal circunstancia en la propia acta.

De lo anterior se colige, que uno de los requisitos esenciales de las actas de visita de inspección y vigilancia, en respeto al principio de seguridad jurídica y, como lo ordena el artículo 36, fracción IV, incisos e) y f) de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, en relación con el diverso 200 del Código Procesal Administrativo para el Estado, consiste en que éstas se levanten ante la presencia de dos testigos, (ya sean propuestos por la persona con quien se atendió la diligencia o por el inspector, si aquélla se negó a proponerlos) y, que en dicha acta, se debe hacer constar el nombre y el domicilio, así como su firma, de quienes participaron con ese carácter, sin que prevea excepción alguna que justifique la inobservancia de esa exigencia en las actas en cuestión.

Pues es necesario recordar que el acta circunstanciada a la que aluden los artículos 36, fracción IV de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado y 200 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es el documento en el que se deja constancia escrita de los actos ejecutados con motivo de una orden de verificación, es decir, es el reflejo escrito de los actos que se llevan a cabo con el propósito de ejecutar dicha orden; por ende, dicha acta en todos los casos, tiene como propósito fundamental dotar de seguridad jurídica, en primer lugar, a quienes son objeto de verificación, pues es a través de ésta como se conoce y, en su caso, se puede establecer la legalidad de la actuación de los inspectores.

Por tanto, es indispensable que en todos los casos se levante acta circunstanciada en la que queden asentados los actos ejecutados durante el desarrollo de la visita de verificación, desde que el verificador se presenta en el establecimiento objeto de verificación y se identifica como tal con credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente, y muestra, además, la orden de verificación correspondiente y hasta que la visita concluye.

En este orden de ideas, el acta en la que se asientan los actos que se realizan en ejecución de una orden de verificación, debe cumplir con todos los requisitos previstos en el artículo 36, fracción IV de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, en relación con los diversos 200 y 201 del Código Procesal Administrativo para el Estado, entre ellos, se debe levantar en presencia de dos testigos que deben ser propuestos por la persona con quien se entiende la diligencia o, en caso de que ella se negara a proponerlos, entonces, por el verificador. Cabe hacer hincapié, en que la participación de testigos abona a la seguridad jurídica de los visitados, pues da certeza en cuanto a que los hechos asentados corresponden a la realidad. 

Lo anterior cobra especial relevancia si se toma en cuenta que los actos que se atribuyen a los particulares y se asientan en las actas en cuestión, sirven para describir las conductas presumiblemente infractoras a las obligaciones de los propietarios, responsables, encargados u ocupantes de establecimientos objeto de verificación y, por tanto, dichas actas pueden servir de sustento para la imposición de sanciones; de ahí que no hay justificación legal para sostener que sea un requisito que quede a capricho del visitador o inspector satisfacerlo en las actas de inspección y vigilancia en comento.

Ahora bien, obra agregada en autos a folios 031 a 034, el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada de *********, en cuya parte conducente, se consignó lo siguiente:

“(…); y se le exhorta a que nombre dos testigos, los cuales responden al nombre de:

Testigo: NO PRESENTA.

Identificación: ________.

Domicilio: ___________.

Testigo: NO PRESENTA.
Identificación: ________.
Domicilio: ___________.
Ante la negativa del C. *********, el inspector procede a designar a los testigos que responden al nombre de:

Testigo: *********.
Identificación: INE.

Domicilio: *********.

Testigo: *********.

Identificación: INE.

Domicilio: *********.

…
	NOMBRE Y FIRMA

(Rúbrica)

********* 

PERSONA CON LA QUE SE ENTENDIO LA DILIGENCIA
	NOMBRE Y FIRMA

(Rúbrica)

********* 

INSPECTOR QUE LEVANTA EL ACTA

	TESTIGOS

	(Rúbrica)

********* 

NOMBRE Y FIRMA
	********* 

NOMBRE Y FIRMA


(…)”
De lo anterior se desprende que en la citada Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada de *********, el inspector asentó que se requirió a quien atendió la diligencia, para que designara a dos testigos de asistencia, y ante la negativa del C. *********, el inspector procedió a designar como testigos a los CC. ********* y *********, empero, como alude el impetrante, no se precisa plenamente sus domicilios, así como uno de los testigos designados por el inspector, no firmó la referida acta circunstanciada, como expresión de su voluntad.*********
Luego entonces, se estima que le asiste la razón al hoy actor al afirmar que la referida acta carece de validez al no haberse levantado en presencia de dos testigos, pues como quedó expuesto en párrafos anteriores, en respeto al principio de seguridad jurídica y, como lo ordena el artículo 36, fracción IV, incisos e) y f) de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, en relación con el diverso 200 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se levantará acta circunstanciada en presencia de dos testigos (ya sean propuestos por la persona con quien se atendió la diligencia o por el inspector, si aquélla se negó a proponerlos) y, que en dicha acta, se debe hacer constar el nombre y el domicilio, así como su firma, de quienes participaron con ese carácter, sin que prevea excepción alguna que justifique la inobservancia de esa exigencia en las actas en cuestión.

Máxime, es criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Contradicción de tesis 265/2014 con relación a la visitas de verificación, que dicha participación de los testigos, es un imperativo legal y, por tanto, no está a discusión la obligación de levantar acta circunstanciada de toda visita de verificación, en presencia de dos testigos y, que en dicha acta, se debe hacer constar el nombre y el domicilio de quienes participaron con ese carácter, y en obviedad la firma correspondiente, como expresión de la voluntad. Ejecutoria de la cual emanó la Jurisprudencia 2a./J. 15/2015 (10a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Décima 

Registro: 2008653 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 

Libro 16, Marzo de 2015, Tomo II 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 15/2015 (10a.) 

Página: 1201 

“ACTA ADMINISTRATIVA DE "NEGATIVA DE VERIFICACIÓN." OBLIGACIÓN DE DESIGNAR TESTIGOS. En respeto al principio de seguridad jurídica y, como lo ordena el artículo 66 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de toda visita de verificación practicada conforme al procedimiento establecido en esa ley se levantará acta circunstanciada en presencia de 2 testigos propuestos por la persona con quien se entienda la diligencia o por quien la practique si aquélla se negara a proponerlos, en la cual deben asentarse todos los actos ejecutados durante el desarrollo de la visita, desde que el verificador se presenta para iniciarla hasta su conclusión, con independencia de que entre uno y otro momento se suceda una serie de actos o sólo se levante acta de "negativa de verificación," ante la imposibilidad de practicarla por la oposición de la persona o personas con quienes habría de entenderse. Lo anterior es así, porque el hecho de que lo asentado en el acta sea la negativa de verificación no la hace diferente a cualquiera otra acta circunstanciada levantada con motivo de una visita de verificación.

Contradicción de tesis 265/2014. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Quinto del Décimo Quinto Circuito y Primero en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 28 de enero de 2015. Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Eugenia Tania Catalina Herrera Moro Ramírez.

Tesis de jurisprudencia 15/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del once de febrero de 2015.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de marzo de 2015 a las 9:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 17 de marzo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

En razón de lo anterior, es inconcuso que la resolución impugnada de fecha *********, mediante la cual la autoridad demandada impone al hoy actor una multa por el equivalente a cien veces la Unidad de Medida y Actualización, por infracción al artículo 3° de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, es fruto de un acto viciado, toda vez que el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada de *********, en donde se consignaron los hechos que dieron motivo a dicha sanción, fue emitida en contravención del artículo 36, fracción IV, incisos e) y f) de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, en relación con los diversos 200 y 201 del Código Procesal Administrativo para el Estado y 16, onceavo y antepenúltimo párrafos, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que produce su ilegalidad.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio Jurisprudencial del tenor siguiente:

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.

Con base en lo anteriormente señalado y en virtud de que esta Sala Juzgadora adquiere la convicción que el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada de *********, que sirve de antecedente directo al procedimiento de verificación que culminó con la emisión de la resolución impugnada, se emitió en contravención de las disposiciones aplicadas; de conformidad con lo dispuesto por los artículos 250, fracción IV y 251 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD LISA Y LLANA de la resolución de *********, emitida por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se determinó aplicar como sanción a la parte actora, el equivalente a *********veces la Unidad de Medida y Actualización vigente, dejándola sin efecto legal alguno.
En virtud de todo lo anterior, esta Sala Juzgadora se abstiene de entrar al estudio y análisis de los argumentos restantes expresados por la parte actora, toda vez que cualquiera que fuese su resultado no cambiaría el sentido del presente fallo, ni obtendría un mayor beneficio al ya alcanzado con la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada.

Encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracción IV, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

TERCERO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado, consistente en la resolución de *********, precisada en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

EL SUSCRITO SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA CERTIFICA: QUE LAS PRESENTES COPIAS, FUERON SACADAS DE SUS ORIGINALES, CON LAS CUALES CONCUERDAN EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES, EN FE DE LO CUAL SE EXTIENDE LA PRESENTE CERTIFICACION A LOS TREINTA DIAS DEL MES DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTE.

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA UNITARIA  DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.

LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO.
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